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Resumen

El trabajo se propone analizar la dinámica del nivel educativo de los senadores argentinos, desde fines del siglo XIX hasta hoy. Partimos de dos hipótesis: 1) aún cuando el nivel educativo de los senadores argentinos haya variado a través del tiempo, su perfil educativo actual no es inferior al de épocas anteriores; y 2) pese al aumento tanto de las mujeres como de los miembros totales de la Cámara alta, el perfil educativo de los senadores nacionales no ha cambiado sustancialmente en la última década.


Para poner a prueba las hipótesis, analizamos los datos empíricos obtenidos en distintos años, y los sometimos a dos tests estadísticos de significación: z y x2.



Observamos una serie de factores, básicamente educativos y políticos, que obstaculizan la profesionalización del Poder Legislativo y capacitación de sus miembros, y contribuyen a la creación de políticas públicas de mala calidad. Entre ellos, cabe mencionar: a) una brecha educativa entre el perfil real de los senadores, y su perfil teórico e ideal; b) mecanismos que privilegian desmedidamente la incidencia de factores informales en la selección y reclutamiento de los asesores parlamentarios; c) la brevedad en la duración de las carreras de los senadores y asesores parlamentarios, que no alcanza para suplir una capacitación técnica ya deficiente; y d) un sistema de reglas electorales que crea pocos incentivos institucionales para que los legisladores y sus asesores inviertan en el Congreso, sino, por el contrario, hace primar los intereses de líderes partidarios provinciales.


Abstract

The aim of this paper is to analyze the dynamics of the educational level of the Argentine senators, since the end of the XIX Century to the present. We depart from two hypotheses: 1) although Argentine senators´ educational level could have changed, the educational profile of present senators is not lower to those of the past times; and 2) considering the increase of the number of women as of the total members of the Senate, the educational profile of the Argentine senators has not substantially changed during the last decade.


To subject our hypothesis to a test, we analyzed the empirical data obtained during different years, and we submitted them to two statistical significance tests: z and x2.


We observed some educational and political factors that hinder the profesionalization of the Legislative Power and the training of its members, and contributes to create bad quality public policies. Among them, we can mention: a) an educational gap between the senators real profile and their theoretical and ideal profiles; b) mechanisms that excessively favor the incidence of informal factors in the selection and recruitment of Parliament advisors; c) the short term of the senators and their advisors´ careers, that is not enough to replace the existing deficient technical training; and d) a system of electoral rules that creates limited institutional incentives for the senators and their advisors to invest in the Congress; on the contrary, it fosters the interests of the local party leaders.


Introducción


De las instituciones republicanas que volvieron a regir en el país a partir de la vuelta a la democracia, hace ya 17 años, pocas han caído tan abruptamente en el desprestigio como el Senado de la Nación. 


Este desprestigio conoció probablemente su punto más alto cuando algunos de sus integrantes se vieron involucrados en una serie de denuncias de corrupción por parte de quien era entonces vicepresidente de la República, Carlos “Chacho” Alvarez, episodio que finalmente desembocó en su renuncia al cargo (octubre de 2000), y cuya verdad o falsedad nunca fue investigada a fondo.


El hecho parece haber marcado a fuego la historia de la joven democracia argentina, pero no fue el único que tuvo al Senado por protagonista; lo cierto es que, desde entonces, su mala fama no ha cesado de crecer. Justamente, el Palacio legislativo fue blanco de serios desmanes cuando tuvo lugar uno de los ya célebres “cacerolazos” en la ciudad de Bs. As. (diciembre de 2001).


El descreimiento actual que sufren los legisladores por parte de la ciudadanía alcanza, en realidad, a toda la clase política. Para comprobarlo basta con repasar los últimos titulares de los matutinos nacionales o los resultados arrojados por recientes encuestas de opinión.


De acuerdo con ellas, la corrupción de las clases dirigentes en general y de los políticos y la administración pública en particular aparece como el principal obstáculo al crecimiento del país (así lo consignan 4 de cada 10 argentinos). Pero junto con el reproche moral, surge también la falta de preparación y capacidad de nuestros dirigentes (al menos, para 3 de cada 10 argentinos constituye el factor principal que impide superar la crisis imperante)
.


Ésta última cuestión sólo de manera muy reciente está teniendo repercusión en los medios de comunicación y en la opinión pública en general; paralelamente, poco se sabe en el ámbito científico acerca del perfil educativo de quienes toman las decisiones políticas.


La importancia de contar con esta información no es poca: bien es sabido que el conocimiento y la capacitación tanto como una sólida formación ética, especialmente por parte de los decisores políticos, son las llaves que permiten el crecimiento de toda sociedad. Eso, al menos, es lo que parece estar exigiendo hoy la sociedad argentina.


El objetivo del presente trabajo es, pues, analizar la dinámica del nivel educativo de los senadores argentinos, a través del tiempo. Ello nos permitirá establecer perfiles comparativos entre el pasado y el momento actual; especialmente, nos interesa la última década.


En ese contexto, nuestra intención es conocer cómo influyó en dicha composición la sanción de dos normas, que supieron generar controversias al momento de su entrada en vigencia: la ley 24.012, más conocida como “ley de cupos”, que estableció un mínimo del 30% de mujeres en las listas de candidatos para ocupar cargos electivos (noviembre de 1991)
, y la reforma constitucional, que elevó en un tercio el número de miembros de la Cámara alta, lo cual en los hechos representó un aumento de 48 a 72 senadores nacionales (agosto de 1994)
.


Ambas fueron efectivamente puestas en práctica cuando dio comienzo el actual período legislativo (2001-2003). 


Partimos de las siguientes hipótesis:


1) aún cuando el nivel educativo de los senadores argentinos haya variado a través del tiempo, su perfil educativo actual no es  inferior al de épocas anteriores; y


2) pese al aumento tanto de las mujeres como de los miembros totales de la Cámara alta, el perfil educativo de los senadores nacionales no ha cambiado sustancialmente en la última década.


Nuestro interés en someter a prueba estas hipótesis tiene que ver con la tan mentada “crisis” de la dirigencia política. En efecto, nos interesa comprobar si el perfil educativo de los senadores de hoy es realmente más bajo, tal como parece ser percibido por la ciudadanía, o por el contrario, semejante o incluso superior al de otras épocas históricas.


En cuanto a la segunda hipótesis, su formulación se basa en un trabajo reciente (GASTRON, 2001) en el cual, por dificultades metodológicas en la obtención de los datos empíricos, debimos suponer que el nivel educativo de los legisladores no había variado sustancialmente en los últimos años. 


El marco teórico y legal

La función de los senadores nacionales será analizada aquí teniendo en cuenta una tipología de roles que se inspira en la que oportunamente diseñara Juan Carlos Agulla para el caso del profesor de Derecho de la UBA.


De esta manera, enfocamos los diferentes tipos de roles desde una triple perspectiva: desde la perspectiva del rol REAL, es decir, del comportamiento tal como se manifiesta en la institución (en nuestro caso, la Cámara de Senadores de la Nación) en cumplimiento de su función correspondiente (legislar); desde la perspectiva del rol TEÓRICO, es decir, del comportamiento esperado por la reglamentación de la institución parlamentaria y conforme al “status” que le asignan dicha institución y la sociedad nacional; y finalmente desde la perspectiva del rol IDEAL, o sea, desde el comportamiento que le exigiría un nuevo modelo de organización (del Poder Legislativo) que tienda a satisfacer las exigencias de la expansión de la cultura tecnológica y el desarrollo de la sociedad tecnocrática, tal como se da en las sociedades más desarrolladas de Occidente (AGULLA, 1990; 15).

Para el caso de los legisladores, y referido a su perfil educativo, ya hemos construido en otro lugar un modelo de constrastación empírico que funciona como rol IDEAL del Congreso argentino (GASTRON, 2000). De manera que nos centraremos fundamentalmente, en esta oportunidad, en los roles TEÓRICO y REAL. 


El rol teórico de los legisladores surge básicamente de la normativa constitucional, que se refiere a la facultad para hacer todas las leyes y reglamentos convenientes para poner en ejercicio los poderes que la misma Constitución señala (art. 75 C.N. y concordantes, y en general, toda la Sección Primera del Título Primero de la Segunda Parte -arts. 44 a 86 C.N.-). 


Rige para el caso, además, el Reglamento de la Cámara de Senadores, que establece las normas para el proceso de formación y sanción de las leyes y demás proyectos que circulan en la Cámara (ESTRADA, 1999; 23).


Específicamente, son requisitos formales para la elección de los senadores, tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente y ser natural de la provincia que lo elija o con dos años de residencia inmediata en ella (art. 55 C.N.).


Lógicamente, la normativa vigente elude toda mención al nivel educativo como condición para ocupar el cargo de senador nacional. Pero esto no se condice con el comportamiento que se observa empíricamente dentro de la institución (su status REAL). 


De este modo, como luego veremos en detalle, gran parte de los senadores nacionales detenta un título universitario; algunos incluso poseen especializaciones, maestrías y/o doctorados. De ellos, la abrumadora mayoría son abogados, seguidos por los médicos e ingenieros.


Sin embargo, lejos se está de alcanzar el perfil educativo que la sociedad actual exige de un legislador con miras a un proyecto político de avanzada, tal como, paradójicamente, se sostiene desde los propios textos legales
 (su status IDEAL). 


La simple contrastación de estas cifras con las que surgen de parlamentos de países del primer mundo así parecen atestiguarlo; a modo de ejemplo, ya en 1993, ningún senador norteamericano detentaba sólo “primary school”, y apenas unos pocos (el 1%), “high school”. El 99% restante de las bancas de la Cámara alta estadounidense estaba ocupada entonces por graduados universitarios. Contemporáneamente, el 4% de sus colegas argentinos tenía estudios primarios, y el 19% estudios secundarios (GASTRON, 1998).

Análisis de los datos obtenidos

A fin de someter a prueba nuestras hipótesis, decidimos comparar en primer término, la composición del Senado en los años 1889, 1916, 1938, 1946, 1966, 1983 y 1990 con 2001, lo cual nos permitió analizar ocho décadas diferentes: la primera situada a fines del siglo XIX, seis en distintos momentos del siglo XX, y la última a comienzos del siglo XXI.


Si observamos los cuadros 1.1 y 1.2 del Anexo, el primer dato a destacar es que la mayor parte de los senadores nacionales detenta un título universitario
, situación que se mantiene en el tiempo.
 Encontramos, pues, cantidades que oscilan entre un máximo de 86% de egresados universitarios en 1938
, y un mínimo de 52% en 1966
. De ellos, la gran mayoría pertenece a la profesión jurídica, característica común a los Estados de derecho modernos
, y que asimismo permanece con los años. De este modo, la mayor cantidad relativa de abogados aparece en 1916 (86% de los universitarios), y la menor en 1946 (60% de los graduados).


Ahora bien, para confrontar el perfil educativo de los senadores en diferentes momentos históricos, y medir si existe alguna asociación entre ellos, llevamos a cabo dos tests estadísticos de significación: la prueba del puntaje z y la prueba de la frecuencia (x2).


Consideramos que el hecho de haber efectuado dos pruebas de significación distintas compensan los posibles errores que puedan generarse por las transformaciones a que los tests estadísticos obligan, por exigencias intrínsecas a cada uno de ellos.


Si bien la primera es una prueba más contundente que la segunda, en ella debimos cuantificar la variable nivel educativo, que fue transformada en años de estudio, resultando así cifras que generalmente responden a criterios arbitrarios, más que a realidades empíricas, tal como surge de las tablas que se acompañan en el Anexo estadístico.


La segunda prueba de significación no ha pasado por ese tamiz cuantificador, pero en la clasificación de los niveles educativos concebida originariamente éstos debieron reagruparse para satisfacer uno de los requisitos del test (la frecuencia esperada no ha de ser inferior a 4). 


Los resultados obtenidos son los que a continuación se detallan. 


Prueba de significación: 


I) Puntaje z


Entre los años 1889 y 2001: -0,947


Entre los años 1916 y 2001: 0,757


Entre los años 1938 y 2001: 0,580


Entre los años 1946 y 2001: -0,085


Entre los años 1966 y 2001: 0,608


Entre los años 1983 y 2001: 0,862


Entre los años 1990 y 2001: 0,458


II) La frecuencia (x2)


Para los años 1889, 1916, 1938, 1946, 1966, 1983, 1990 y 2001: X2=11 (gl=7), no significativa
. 


Según se deduce de estas cifras, el nivel educativo de los senadores argentinos en 2001 no es significativamente distinto al de épocas históricas anteriores (e incluso levemente superior al de los años 1889 y 1946).


Es decir que, pese a los importantes cambios sociales, políticos y económicos que han tenido lugar en la sociedad argentina desde 1889, el perfil educativo promedio de los senadores no ha variado de manera sustancial a lo largo del siglo XX: no ha empeorado, es cierto, pero tampoco es superior.


Para someter a prueba a nuestra segunda hipótesis, confrontamos los datos referidos al nivel educativo de los senadores nacionales en los años 1994 y 2002.


La elección de estas fechas no es fortuita, sino que obedece al momento en que entran en vigencia tanto la reforma constitucional como la ley de cupos.


En primer lugar, la Constitución de 1994 previó un régimen de transición para pasar del sistema anterior al actual en un lapso que abarca desde 1995 hasta 2001, respetanto los mandatos en ejercicio. De este modo, a fines de 1995 se amplió la cantidad de senadores de 2 a 3 por distrito (cada una de las provincias y la ciudad de Buenos Aires), al tiempo que se eligieron los reemplazantes de los senadores que terminaron su mandato en esa fecha. Para los senadores electos con anterioridad a la sanción de la Constitución actual, se han respetado los mandatos originales, con lo cual 17 legisladores en ejercicio de la Cámara alta finalizaron su mandato el 9 de diciembre de 1998 y el resto, es decir, 55 senadores, finalizaron al terminar el año 2001 (FULD, 1996).


Por su parte, la ley de cupos se aplicó por primera vez, en lo que respecta al Senado nacional, en los comicios de octubre de 2001, en que entraron en completa vigencia las disposiciones de la Reforma Constitucional (TENEWICKI Y ROSSI, 1996; 109). Como resultante de esas elecciones, el número de mujeres aumentó de 4 senadoras en 2001 a 26 a fines de ese mismo año. 


En los cuadros 1.3 y 1.4 del Anexo, observamos que, durante la última década, el perfil educativo de los senadores nacionales tampoco sufrió cambios relevantes con respecto a los años anteriores. En efecto, en 1994, el 71% de los senadores nacionales eran egresados universitarios; y de ellos, el 62% eran abogados; en 2002, la cantidad de egresados llega al 66%
, mientras que el porcentaje de juristas prácticamente se mantuvo: 60% de los profesionales.


Sometimos los datos correspondientes a los distintos niveles de estudios de los senadores, y efectuamos con ellos los cálculos estadísticos correspondientes. Estos son sus resultados.


Prueba de significación: 


III) Puntaje z


Entre los años 1994 y 2002: -1,672


IV) La frecuencia (x2)


Para los años 1994 y 2002: X2= 1,537 (gl=2), no significativa
. 


Como podemos ver, el nivel educativo de los senadores nacionales entre los años 1994 y 2002 (es decir, antes y después de la entrada en vigencia de la ley de cupos y de la reforma constitucional) no sufrió cambios significativos.


Por consiguiente, el aumento en un tercio del número total de miembros del Senado no parece haber afectado un perfil educativo ciertamente consolidado, con una mayoría (no absoluta) de profesionales y, entre ellos, de expertos en leyes. 


Por su parte, la baja incidencia de la ley de cupos en el perfil educativo de los senadores pone en evidencia la adopción de mecanismos profesionales de acceso al poder (el título universitario) por parte de las legisladoras, especialmente las jóvenes (GASTRON, 2000; 43). 


Sin embargo, se trata del modelo típicamente masculino: de 16 senadoras profesionales, la mitad de ellas son abogadas. Éste se contrapone al modelo femenino vigente anteriormente, que privilegiaba las vías vocacionales de acceso a la vida pública (la docencia, el asistencialismo o el trabajo comunitario) (THOMAS, 1994; 4).


La falta de capacitación legislativa: un problema educativo y un dilema político


Habiendo refutado las denominadas por los estadísticos “hipótesis nulas”, hay varios puntos a analizar.


En primer lugar, los senadores argentinos actuales no se encuentran menos capacitados que los de años anteriores (contrariamente a lo que percibe la ciudadanía a través de las encuestas), al menos a juzgar por el nivel educativo formal alcanzado. 


Sin embargo, como vimos, su nivel de estudios promedio no alcanza el detentado por parlamentarios de sociedades desarrolladas, como EE.UU., por ejemplo. Y en este punto, la percepción ciudadana no parece errada.


Es decir que se observan serias contradicciones entre el status real de los senadores nacionales, y su status teórico e ideal.


En relación con este punto, si bien es cierto que el nivel educativo actual de los senadores argentinos no está por debajo de su nivel histórico, también es cierto que el mismo no ha sido superado, al menos de manera significativa. Y en ello no podemos dejar de considerar los cambios sustanciales que afectaron a la sociedad durante el siglo XX, y particularmente los referidos a la educación. 


En 1889, por ejemplo, el número total de estudiantes universitarios en nuestro país era de 963, los cuales se concentraban en las dos únicas carreras que podían elegir, derecho y medicina, y en dos únicas Universidades, la de Córdoba y la de Buenos Aires, ambas públicas (CANTON, 1966; 28/9).


Un siglo más tarde, en 1988, la cifra de alumnos universitarios en todo el territorio nacional, incluyendo instituciones privadas y provinciales, asciende a 744.391. La oferta de carreras se multiplica año tras año. No resulta fácil la elección del establecimiento, que incluía, en 1990, 24 Universidades nacionales y otras tantas privadas (BONDER, 1994; 23).


Así, el rol de la educación ha ido adquiriendo cada vez una mayor importancia con el transcurso del tiempo; mientras que en el siglo XIX y comienzos del XX, la capacitación laboral aún podía ser adquirida por la experiencia, sabemos que, en el mundo globalizado actual, ni siquiera es suficiente el título de grado para ocupar los puestos de dirección y gerenciales. 


Por otro lado, tampoco podemos dejar de considerar aquí la influencia de la profunda crisis del Estado; esto es, ignoramos en qué medida el Estado argentino actual está en condiciones de garantizar que el nivel educativo formal implica una capacitación acorde a las exigencias que plantean las organizaciones modernas. Esta última cuestión sólo es esbozada como hipótesis, ya que su resolución es demasiado compleja como para ser tratada en este lugar.


Pero es evidente que los desafíos que plantea el mundo desarrollado ¡no pueden ser resueltos con las herramientas educativas del siglo pasado!

Separemos ahora la falta de capacitación de los legisladores de la cuestión educativa, al menos como ejercicio intelectual.


Surgen entonces otros factores, que si bien no se relacionan con la educación (o no directamente), afectan sin embargo la capacitación y especialización que la carrera legislativa requiere.


Fundamentalmente, se trata de factores de índole política y jurídica.


El primer factor a considerar es el mecanismo de selección y reclutamiento de quienes conforman la “materia gris” de la “cocina legal”: los asesores parlamentarios. 


Es un secreto a voces que, en la Argentina, al cargo de asesor parlamentario todavía se sigue accediendo en base a criterios fundamentalmente irracionales (clientelismo político, fidelidad al líder partidario, activismo y/o militancia, amiguismo o parentesco). Como consecuencia, “se trata de personas que ejercen las funciones de asesoramiento profesional y técnico en una forma rutinaria y tradicional, y por lo tanto, siempre renuentes a receptar las innovaciones que trae la expansión de la cultura tecnológica (...), con una ideología conservadora, dispuestas a no arriesgar mucho y a innovar poco, y sobre todo, con una mente formalista” (AGULLA, 1995; 16/7).


En relación con ello, en nuestro país, el nivel educativo promedio actual de los legisladores es significativamente superior al de sus propios asesores (GASTRON, 2001).


Al bajo nivel educativo debe sumarse la brevedad de la duración de las carreras de los asesores parlamentarios, que en la mayoría de los casos no supera un mandato legislativo
 (es decir, un máximo de seis años para los asesores de senadores
). No parece tiempo suficiente para suplir una capacitación técnica ya deficiente
.

Justamente, otro factor esencial a considerar es la corta duración de la mayoría de las carreras de los propios legisladores, que difícilmente son reelectos
.


En efecto, en el sistema electoral argentino, los legisladores son designados por representación proporcional de lista cerrada, determinando el liderazgo del partido quién es nominado para la reelección y quién no. Por ello los líderes partidarios tienen tanto impacto en el  career path (la trayectoria de carrera) de los legisladores, afectando su comportamiento como miembros del Congreso.


En definitiva, las reglas electorales crean pocos incentivos institucionales para que los legisladores inviertan en el Congreso; por el contrario, el sistema electoral, mientras que aleja a los senadores y diputados de los votantes, los acerca a los intereses del líder partidario provincial (JONES, SAIEGH,  SPILLER y TOMMASI, 2000; 1 y 3 y sig. y 25).


Conclusiones


La falta de capacitación de los senadores argentinos constituye una cuestión educativa. Pero también, política.


Los datos no mienten: el problema no es nuevo. Y los resultados están, como dice un conocido intelectual que también es un político, dramáticamente a la vista: creación de políticas públicas de baja calidad, caracterizadas por el corto-placismo, reglas inflexibles, indecisión y una baja inversión en capacidades (SPILLER y TOMMASI, 2000).

En particular, observamos las escasas posibilidades del Congreso argentino para fiscalizar al Poder Ejecutivo y a la burocracia, impidiéndole cumplir adecuadamente sus atribuciones constitucionales.


Los riesgos y problemas funcionales y técnicos que de ello se deducen pueden ser agrupados en tres ítems:

1) una percepción distorsionada por parte de los ciudadanos de la modalidad del trabajo parlamentario. Así, aquellos factores de poder político que ejercen su poder en forma de veto (tal sería el caso del Congreso argentino) son vistos por la ciudadanía como obstructivos e intrínsecamente negativos, particularmente en el contexto de situaciones económica y socialmente precarias.

2) la imposibilidad de discutir en términos técnicos las propuestas del gobierno y formular propuestas alternativas fundadas. Se genera así un Parlamento que ejerce su función de contrapeso del Poder Ejecutivo en la forma de obstrucción a las propuestas de políticas públicas que éste quiere ver aprobadas como leyes, cayéndose entonces en el círculo vicioso que describen Krummwiede y Nolte: un Parlamento que hace del poder de veto el instrumento principal de su estrategia política frente al Presidente no necesita que sus miembros tengan un alto grado de profesionalización ni tampoco requiere mantener costosos servicios de información y asesoramiento (Krummwiede y Nolte, 2000; 104).

3) la ineficiencia de la administración. Dado que diversas capacidades y competencias que el Parlamento podría desarrollar permanecen ociosas, y como el control que la opinión pública puede ejercer sobre la administración estatal se desarrolla, en primer lugar, a través de su mediación por el debate parlamentario, no solamente la ciudadanía política resulta devaluada, sino que la posibilidad de una acción estatal eficaz sobre los problemas sociales y económicos se vuelve más difícil de llevar a cabo (FERRARO, 2001).

La falta de capacitación legislativa, y de los políticos en general, debe ser resuelta atacando, por consiguiente, la cuestión educativa y la cuestión política. Esta última es tal vez, la que primero debe ser abordada, ya que sus resultados serán inmediatos: a simple vista surge que se necesita un cambio urgente de las reglas del sistema electoral. Este es el próximo dilema que los políticos argentinos deben enfrentar si realmente desean sanear, con el Senado de la Nación, una de las instituciones básicas del Estado de derecho.


Si esto es así, la cuestión educativa será mucho más fácil de resolver. Como tantas otras cuestiones que hoy, sólo esperan...                
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Anexo estadístico


1. Cuadros


1.1. Senadores argentinos distribuidos según nivel educativo en 1889, 1916, 1938, 1946, 1966, 1983, 1990 y 2001
	
	
	
	
	AÑOS
	
	
	
	

	NIVEL EDUC.
	1889
	1916
	1938
	1946
	1966
	1983
	1990
	2001

	Primarios
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Secundarios
	3
	0
	1
	1
	0
	1
	1
	9

	Otros
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	0

	Terciarios
	0
	0
	0
	4
	2
	2
	3
	2

	U.I.
	1
	3
	2
	0
	0
	1
	2
	5

	U.C.
	20
	21
	25
	17
	23
	36
	33
	48

	S/D
	4
	2
	1
	6
	18
	6
	7
	0

	TOTAL
	29
	26
	29
	28
	44
	46
	46
	64



Elaboración propia en base a datos extraídos de CANTON, 1966, www.senado.gov.ar, 2001, y otras fuentes de información


1.2. Senadores argentinos con título universitario distribuidos según profesión en 1889, 1916, 1938, 1946, 1966, 1983, 1990 y 2001
	
	
	
	
	AÑOS
	
	
	
	

	PROFESION
	1889
	1916
	1938
	1946
	1966
	1983
	1990
	2001

	ABOGADOS
	17
	18
	17
	10
	16
	24
	24
	32

	MEDICOS
	2
	2
	4
	5
	3
	5
	4
	4

	INGENIEROS
	0
	0
	3
	1
	3
	1
	2
	4

	OTRAS
	1
	1
	1
	1
	1
	5
	2
	8

	TOTAL
	20
	21
	25
	17
	23
	35
	32
	48



Elaboración propia en base a datos extraídos de CANTON, 1966, www.senado.gov.ar, 2001, y otras fuentes de información


1.3. Senadores argentinos distribuidos según nivel educativo en 1994 y 2002
	
	AÑOS
	

	NIVEL EDUC.
	1994
	2002

	Primarios
	2
	1

	Secundarios
	9
	5

	Terciarios
	0
	2

	U.I.
	3
	1

	U.C.
	29
	39

	EP
	2
	4

	MT
	0
	1

	DR
	3
	3

	S/D
	0
	15

	TOTAL
	48
	71


              Elaboración propia en base a datos extraídos de Quorum, 1994, www.senado.gov.ar, 2002, y otras fuentes de información


1.4. Senadores argentinos con título universitario distribuidos según profesión en 1994 y 2002
	
	AÑOS
	

	PROFESION
	1994
	2002

	ABOGADOS
	21
	28

	MEDICOS
	5
	2

	INGENIEROS
	2
	5

	OTRAS
	6
	12

	TOTAL
	34
	47


              Elaboración propia en base a datos extraídos de Quorum, 1994, www.senado.gov.ar, 2002, y otras fuentes de información


2. Abreviaturas empleadas en los cuadros precedentes para nivel educativo y cantidad de años de estudio considerados a los fines del test puntaje z

DR: Doctorado (20)


MT: Maestría (19)


EP: Especialización (18)


UC: Universitario Completo (17)


UI: Universitario Incompleto (14,5)


UI (CBC): Ciclo Básico Común (13)


TC: Terciario Completo (15)


SC: Secundario Completo (12)


PC: Primario Completo  (7)


S/D: Sin Datos


Aclaraciones necesarias a los fines del test de significación puntaje z 


El título de “Técnico” fue considerado de nivel secundario (por expresa mención en ese sentido o bien cuando así pudiere deducirse del contexto) o de nivel terciario (ante la falta de aclaración).


Ante la falta de cualquier dato que permitiese deducir el nivel educativo, el título de “Maestro/a” fue considerado de nivel secundario (para las personas nacidas con anterioridad al 31/12/1951) o de nivel terciario (para aquéllas nacidas a partir del 1º/1/1952).


Al título de “Procurador” le fue asignada una cantidad de 16 años de estudio.


3. Fórmulas empleadas para pruebas de significación

3.1. Puntaje zeta

                              _      _

                      X1 -  X2
  
      Z = ​​​​​​​________________________


                              ______________________


             n1 + n2

3.2. Frecuencia

                   
           (FO – FE)2

     X2 =

                       
                   FE
( La autora agradece especialmente a Jorge Vujosevich, Horacio Arce y Marta Fernández por sus valiosos aportes al trabajo. Ellos no son responsables por los errores u omisiones que se pudieron haber cometido.


� Estos datos se basan en un estudio cuali-cuantitativo realizado por MORI Argentina sobre seis grupos motivacionales y una encuesta sobre muestra representativa en Capital Federal y el GBA. ADROGUÉ, 2000; 27.


� Dicha ley modifica el art. 60 del decreto 2.135/83, el cual en su parte pertinente quedó redactado como sigue: “Las listas que se presenten deberán tener mujeres en un mínimo del 30% de los candidatos a los cargos a elegir y en proporciones con posibilidad de resultar electas.”


� De acuerdo con el nuevo art. 54 C.N., “el Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires (...) correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos.”


� Véanse al efecto los “Fundamentos” de la ley 24.600, uno de cuyos objetivos expresos es “forjar un Parlamento moderno y eficiente a la altura que la sociedad merece”.


� En muchos casos, aceptamos como válidos los datos consignados por los propios legisladores, ya que, a diferencia de los asesores y empleados parlamentarios (que cobran un “plus” por título), no necesitan acompañar a sus respectivos legajos los diplomas que acreditan su nivel de estudios.


� Los datos de los todos los niveles educativos se adjuntan en el Anexo estadístico.


� No se considera 1 senador del cual no se tienen datos de nivel educativo.


� No se consideran 18 senadores de los cuales no se tienen datos de nivel educativo.


� Sobre el poder de los abogados en las sociedades nacionales han escrito prácticamente todos los grandes teóricos de las ciencias sociales, desde Marx, Tocqueville y Spencer, pasando por Weber y Durkheim, hasta, más recientemente, Wright Mills, Mannheim, Parsons, Dahrendorf y Riesman. Una investigación empírica ya clásica en el tema es la de EULAU y SPRAGUE, 1964. 


� Para todas las pruebas de significación puntaje z, z adquiere valor significativo cuando z 2.


� Valor de significación tabulado: X2  12,02 (gl=7), al nivel 0,1.


� Sin contar los 15 senadores de los que no se tienen datos de nivel educativo. Tenemos serias razones para sospechar que los mismos no detentan un nivel educativo elevado, ya que, a pesar de que muchos de ellos han estado previamente en la función pública o incluso en el Poder Legislativo, se han omitido deliberadamente sus datos de nivel educativo en la página web oficial del Senado de la Nación. Ello es congruente con las contradicciones observadas entre el status real y el status deseado o ideal de los senadores y otros miembros del Congreso de la Nación. En todo caso, no deja de ser un hecho revelador:¡la falta de datos también es un dato!  


� Valor de significación tabulado: X2  4,605, al nivel 0,1 (gl=2).


� Los asesores privados terminan sus actividades como tales, entre otras razones, cuando el legislador que propuso su designación termina su mandato (art. 50, inc. f) ley 24.600); los asesores de bloque cuando el número de legisladores del bloque se reduce (art. 51, inc. f); y los asesores de comisión cuando las autoridades de la comisión terminan su mandato (art. 52, inc. f).


� El término se aplica al personal transitorio (que constituye aproximadamente la mitad del personal del Senado) y al personal contratado (que constituye prácticamente el 2% del total del personal). Éste último, sin embargo, tiene una mayor inestabilidad, ya que sufre la renovación de su contrato laboral cada seis meses (muy excepcionalmente, de manera anual).


� Paradójicamente, no es una práctica inusual en los poderes Ejecutivo y Legislativo en la Argentina, que los funcionarios salientes dispongan el pase a planta permanente de su personal transitorio o contratado, en la medida en que haya cargos disponibles, justo antes de abandonar el cargo.


� Aún cuando la abrumadora mayoría de los legisladores argentinos sólo cumplen en promedio un período en el Congreso (entre 1983 y 1999 sólo el 17% de los legisladores fueron reelectos), todos ellos son políticos de carrera (JONES, SAIEGH,  SPILLER y TOMMASI, 2000; 11 y sig.).


� Surge del promedio de UC y SC.
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